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Steidel Figueroa1, la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González   

 
Cortés González, Jueza Ponente 

 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública [en 

adelante, “la Corporación” o “WIPR”] nos presenta un recurso de 

Apelación en el que solicita que revoquemos una Sentencia Parcial que 

emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan [en 

adelante, “TPI”] el 4 de mayo de 2015, y que fue notificada el siguiente 

día 6.  Mediante el referido dictamen, el TPI decretó nulas las cesantías 

de las que fueron objeto los demandantes, tras concluir que el plan de 

cesantías que implementó la Corporación violentó el debido proceso de 

ley que les cobijaba.   

Luego de evaluar el expediente apelativo y con el beneficio de la 

comparecencia escrita de las partes, CONFIRMAMOS el dictamen parcial 

apelado.   

 

                                                 
1 Mediante la Orden Administrativa TA-2016-002 el Panel III de la Región de  San Juan, 
está compuesta por el Juez Vizcarrondo Irizarry, la Jueza Colom García, el Juez Steidel 

Figueroa y la Jueza Cortés González. 
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I. 

Este pleito se originó tras la implementación de un plan de 

cesantías por parte de la Corporación que afectó a varios de sus 

empleados, entre estos, los demandantes.  Conforme surge del 

expediente ante nuestra consideración, los demandantes Jennifer Blest 

Quiroz, Rosa Orengo Rohena, Ada N. López Santiago, Aníbal Arroyo 

Bolerín y Arinda Colón Colón [en adelante, “los demandantes” o 

“apelados”] ocupaban puestos gerenciales en el servicio de carrera dentro 

de la aludida corporación pública.  El 14 de mayo de 2009, el Presidente 

de la Corporación, el señor Israel Cruz Santiago [en adelante, “Cruz 

Santiago”], informó al personal que ante la crisis fiscal que atravesaba el 

país durante el año 2009, las agencias gubernamentales experimentarían 

recortes en sus presupuestos.  En atención a ello, indicó que la 

Corporación elaboraría un plan de economías.   

El 17 de julio de 2009, Cruz Santiago comunicó a sus empleados 

que el ajuste comprendería una reducción de $5,252,000.00 para el año 

fiscal 2009-2010, lo que equivalía a un veintiséis porciento (26%) menos 

en comparación con el presupuesto del año anterior.  Advirtió que como 

parte del plan de economías que aprobó la Junta de Directores, se 

pondría en funcionamiento la suspensión o reducción de algunos 

beneficios laborales tales como salarios, aumentos, dietas y 

aportaciones.2  Se implementó una reducción de tiempo en la jornada 

laboral de los empleados, a razón de una (1) hora regular diaria, pero la 

Corporación decidió dejarla sin efecto ante la presunta oposición de la 

Unión.3   

El 6 de agosto de 2009, Cruz Santiago anunció que WIPR 

consideraba hacer efectivo un plan de cesantías.  Indicó que la 

determinación de los puestos a eliminar se haría conforme al principio de 

antigüedad en el servicio dentro de una misma clasificación ocupacional.  

                                                 
2 Ello presuntamente representaría una economía de $2,000,000.00.   
3 La reducción de la jornada diaria de trabajo se extendió desde el 1 de agosto de 

2009, momento en que se hizo efectiva, hasta el día 5 de ese mismo mes.  
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Ello, conforme al proceso que dispone la reglamentación pertinente.  Al 

día siguiente, notificó a ciertos empleados gerenciales, entre estos los 

demandantes, que sus puestos fueron incluidos entre aquellos que 

serían eliminados como parte del plan de cesantías.4   

Ante un interdicto preliminar que emitió el TPI en un caso instado 

por dos (2) otras de sus empleadas gerenciales, la Corporación dejó sin 

efecto las cesantías notificadas.5  El 25 de septiembre de 2009, Cruz 

Santiago envió un comunicado a los empleados gerenciales sobre las 

medidas tomadas por la Corporación para reducir gastos y evitar las 

cesantías.  Expresó que ante la negativa de estos en aceptar la propuesta 

de la administración, la Corporación estaba obligada a hacer efectivo el 

plan de cesantías.  Identificó los puestos a suprimirse y los empleados 

potencialmente afectados.   

El 28 de septiembre de 2009, Cruz Santiago cursó a los 

demandantes sus cartas de cesantías.  Los demandantes Arroyo Bolerín, 

Blest Quiroz y López Santiago acudieron ante la oficina de Recursos 

Humanos para señalar ciertos errores cometidos por la administración 

en el proceso de establecer las cesantías.  El 20 de octubre de 2009, 

estos tres demandantes, en conjunto con Orengo Rohena, presentaron 

una Demanda de Interdicto Preliminar y Permanente en la que 

solicitaron al TPI que dejara sin efecto sus cesantías.6  Entretanto, el TPI 

dictó Sentencia en el caso que presentó la también cesanteada Ivonne 

                                                 
4 A grandes rasgos, les informó que conforme al Reglamento de personal aplicable, sus 

puestos serían eliminados y las cesantías serían aplicables en treinta (30) días, 

contados a partir del momento en que recibieron la comunicación.  Les advirtió que a 

partir de la fecha en que recibieron la carta de cesantía, dispondrían de quince (15) 

días para oponerse por escrito o solicitar una vista administrativa informal, y de treinta 

(30) días para presentar un recurso de apelación ante el Comité de Apelaciones de la 

Corporación. 
5 Las señoras Brenda L. del Valle y Hortensia Ramos presentaron ante el TPI una 

“Demanda y solicitud de interdicto preliminar” (Civil Núm. K PE2009-3277) en el que 

solicitaron al foro judicial primario que paralizara la eliminación de sus puestos.  

Fundamentaron su reclamo en que las notificaciones de las cesantías eran nulas 

porque WIPR no había agotado las alternativas para establecer tal acción, según 

disponía el reglamento de personal aplicable.  Además, sostuvieron que WIPR 

incumplió violentó su derecho a un debido proceso de ley, conforme la referida sección 

del reglamento, cuando decretó las cesantías sin antes haber adoptado el 

correspondiente plan de cesantías.  El TPI dispuso que WIPR no había informado el 

plan de cesantías previo a notificar las cesantías a los empleados afectados, según lo 

requería el Reglamento de Personal.   
6 El caso fue identificado con el alfanumérico K PE2009-4445. 
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Molini Gronau.  Dicho Tribunal dejó sin efecto su cesantía tras concluir 

que la notificación de esta fue defectuosa, pues refirió a la empleada a un 

foro administrativo sin jurisdicción para que revisara la aprobación del 

plan de cesantías.  El juzgador de los hechos acogió dicho razonamiento 

en el caso que presentaron cuatro de los demandantes en este caso.  

Ambas Sentencias fueron luego revocadas por este Tribunal de 

Apelaciones en pleitos separados.7  Eventualmente, la Corporación 

separó a los demandantes de sus labores por motivo de las cesantías.   

Mientras tanto, se llevaron a cabo las vistas informales que los 

demandantes habían solicitado.  Las cesantías de los demandantes 

Arroyo Bolerín, Blest Quiroz, Orengo Rohena y López Santiago fueron 

efectivas el 3 de febrero de 2010, mientras que la de Colón Colón lo fue el 

día 7 del mismo mes.  Estos apelaron ante el Comité de Apelaciones de la 

Corporación.  Sin embargo, no se llegó a efectuar vista alguna, ya que, 

pendiente estas, el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió el caso de 

Ivonne Molini Gronau v. Corp. P.R. Dif. Púb., 179 DPR 674 (2010).  Allí 

aclaró que era el TPI quien tenía  jurisdicción para revisar las 

determinaciones de la Junta de Directores de la Corporación y no el 

Comité de Apelaciones de la Corporación, como se le había indicado 

incorrectamente a los demandantes en sus cartas de cesantías.  Por 

consiguiente, el 12 de agosto de 2010, dicho Comité desestimó las 

apelaciones de los demandantes por falta de jurisdicción. 

En cumplimiento con lo resuelto por el Tribunal Supremo,  el 4 de 

noviembre de 2010, los demandantes recurrieron ante el TPI para 

cuestionar sus cesantías.  En síntesis, alegaron que fueron cesanteados 

y reinstalados en sus puestos en varias ocasiones antes de que 

finalmente fuesen cesanteados;  que el plan de cesantías fue creado con 

posterioridad a las cesantías; que dicho plan carecía de una estructura 

clara y cónsona que pudiera establecer un proceso justo, equitativo y sin 

                                                 
7 Véase, Sentencia del 30 de noviembre de 2009 para el caso identificado con el 

alfanumérico KLAN0901677 y Sentencia del 18 de noviembre de 2009 para el caso 

identificado con el alfanumérico KLAN200901582. 
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vicios de parcialidad; que la Corporación no notificó conforme a derecho 

sobre la metodología y los criterios que utilizó durante el proceso de 

cesantías; y que no se honró el principio de mérito (antigüedad).  Como 

remedio, solicitaron al TPI que ordenara la reinstalación a sus puestos; el 

pago de los haberes dejados de percibir; y una suma de $200,000.00 por 

concepto de daños y perjuicios.  En respuesta, la Corporación negó tales 

imputaciones y mantuvo su afirmación sobre la corrección del proceso de 

cesantías. 

Tras varios trámites procesales, el 6 de febrero de 2015, los 

demandantes presentaron una moción de sentencia sumaria parcial en 

la que solicitaron al TPI que decretara la nulidad de sus cesantías.  

Expresaron que fueron cesanteados en varias ocasiones bajo un mismo 

plan de cesantías, pero que tanto el proceso como el plan seguido fueron 

ilegales y, por ende, nulos.  Fundamentaron su reclamo en que el 

proceso de cesantías estuvo caracterizado por criterios arbitrarios y en 

que la Corporación no les brindó las garantías de un debido proceso de 

ley.  Precisaron que no se les notificó del derecho de revisión sobre la 

antigüedad que se les determinó. 

La Corporación no se opuso a la solicitud de sentencia sumaria 

parcial de los demandantes.  No obstante, el mismo día en que los 

demandantes presentaron la suya, presentó una moción de sentencia 

sumaria en la que solicitó al TPI que desestimara las reclamaciones en 

su contra.  Afirmó haber seguido el procedimiento reglamentario 

establecido para realizar las cesantías y negó que en algún momento 

haya infringido el debido proceso de ley que cobijaba a los demandantes.  

Los demandantes se opusieron.  Estos reafirmaron los argumentos 

previamente expuestos.  Posteriormente, el 27 de abril de 2015, las 

partes presentaron un Informe Preliminar en el que estipularon ciertos 

hechos y documentos.8   

                                                 
8 Véase, Informe preliminar entre abogados, Ap. CXXV, págs. 1676-2181.  
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En atención a tales mociones de sentencia sumaria, el 4 de mayo 

de 2015 el TPI dictó la Sentencia Parcial objeto de esta apelación.  A base 

de la prueba presentada y que le mereció credibilidad al juzgador de los 

hechos, el TPI determinó que los siguientes hechos estaban fuera de 

controversia:          

(1) La Sra. Blest Quiroz ocupaba, al momento de su 
cesantía el 3 de febrero de 2010, un puesto gerencial 

en el servicio de carrera clasificado como Abogado en 
la Corporación con un sueldo de $5,742.00 mensual. 

(2) La Sra. Orengo Rohena ocupaba, al momento de su 

cesantía el 3 de febrero de 2010, un puesto gerencial 
en el servicio de carrera clasificado como Supervisora 
de Promoción en la Corporación con un sueldo de 
$2,666.00 mensual.  

(3) La Sra. López Santiago ocupaba, al momento de su 
cesantía el 3 de febrero de 2010, un puesto gerencial 
en el servicio de carrera clasificado como Oficial 
Administrativo en la Corporación con un sueldo de 
$3,188.00 mensual.  

(4) La Colón Colón ocupaba, al momento de su cesantía el 
7 de febrero de 2010, un puesto gerencial en el servicio 
de carrera clasificado como Administradora de 
Sistemas de Oficina en la Corporación con un sueldo 
de $1,956.00 mensual.  

(5) El Sr. Arroyo Bolerín ocupaba, al momento de su 
cesantía el 3 de febrero de 2010, un puesto gerencial 

en el servicio de carrera clasificado como Gerente de 
Finanzas y Presupuesto en la Corporación con un 

sueldo de $5,943.00 mensual.  
(6) El Sr. Cruz Santiago era el Presidente de la 

Corporación. 

(7) Para abril de 2009, el Sr. Francisco Astondoa Rivera 
(Sr. Astondoa Rivera) era el Vicepresidente de 
Recursos Humanos de la Corporación. 

(8) Mediante Carta de 14 de mayo de 2009, intitulada 
Estado de Emergencia Fiscal, el Sr. Cruz Santiago 

informó a todo el personal que, como consecuencia de 
la crisis fiscal que atravesaba el gobierno, la 

Corporación se encontraba en: 
 

[…] el arduo proceso de diseñar un plan 

balanceado de reducción de gastos. Entendemos 
precisar que al momento, no se ha tomado una 
determinación final en cuanto a las áreas o 

servicios que podrían afectarse por esta medida. 
 

[…] Una vez se tome una determinación final, nos 
estaremos reuniendo con todo el personal para 
notificar las acciones a seguir.  

 
(9) Mediante Carta de 10 de junio de 2009, intitulada 

Certificación de Fecha de Antigüedad en la Corporación, 
el Sr. Cruz Santiago informó a la Sra. Blest Quiroz 
que: (a) según los records de la Corporación, comenzó 

en el servicio público el 3 de agosto de 1998; (b) de no 
estar de acuerdo con la antigüedad certificada, tenía 7 
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días calendarios a partir de la notificación para 
presentar prueba documental fehaciente ante la 

Oficina de Recursos Humanos, y (c) de lo contrario, la 
antigüedad según notificada sería concluyente. 

(10) De la anterior comunicación no surge el motivo 
por el cual, si alguno, se certificó la antigüedad de la 
Sra. Blest Quiroz. 

(11) Mediante Carta de 10 de junio de 2009, intitulada 
Certificación de Fecha de Antigüedad en la Corporación, 

el Sr. Cruz Santiago informó a la Sra. Orengo Rohena 
que: (a) según los records de la Corporación, comenzó 
en el servicio público el 16 de agosto de 1995; (b) de no 

estar de acuerdo con la antigüedad certificada, tenía 7 
días calendarios a partir de la notificación para 
presentar prueba documental fehaciente ante la 

Oficina de Recursos Humanos, y (c) de lo contrario, la 
antigüedad según notificada sería concluyente.  

(12) De la anterior comunicación no surge motivo por 
el cual, si alguno, se certificó la antigüedad de la Sra. 
Orengo Rohena. 

(13) El 18 de junio de 2009, la Sra. Orengo Rohena 
presentó el Formulario de impugnación de fecha de 
antigüedad en la Oficina de Recursos Humanos de la 
Corporación y solicitó la revisión de su cómputo de 
antigüedad. 

(14) Mediante Carta, de 30 de junio de 2009, 
intitulada Certificación de antigüedad / personal 
gerencial de carrera, el Sr. Astondoa Rivera informó a 
todo el personal gerencial de carrera de la Corporación 

que de conformidad con el Artículo 11, Sección 11.4, 
letra h de tal documento: 
 

A los fines de determinar antigüedad, se 
considerar[á] todo servicio prestado en puestos, 

tal como se define en la Ley de Personal del 
Servicio Público y en este reglamento. También se 
considerarán los servicios prestados en las 

Fuerzas Armadas de Estados Unidos que hayan 
sido cotizadas y acreditados en el Sistema de 

Retiro. 
  

(15) De la anterior comunicación no surge el motivo 

por el cual, si alguno, se certificó la antigüedad de los 
empleados gerenciales de carrera. 

(16) La Corporación no tenía un procedimiento 

reglamentario para la impugnación de determinaciones 
de antigüedad o para la presentación de prueba para 

refutar la antigüedad certificada. 
(17) El Comité de Apelaciones de la Corporación 

(Comité) se constituyó el 26 de agosto de 2009. 

(18) Del Plan de cesantías gerenciales, de 25 de 
septiembre de 2009, no surge que la Corporación 

especificara el cómputo de antigüedad a considerarse 
para determinar la eliminación de los puestos de los 
gerenciales dentro de los grupos que tuvieran el mismo 

título de clasificación. 
(19) Del Plan de cesantías gerenciales, de 25 de 

septiembre de 2009, no surge que la Corporación 
publicara una lista de prelación de antigüedad por 
clasificación. 
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(20) Durante la reunión ordinaria de la Junta de 15 de 
julio de 2009, el Sr. Cruz Santiago informó a la Junta 

que: (a) el presupuesto aprobado para el año fiscal 
2009-2010 era de $19,981,000.00; (b) a base de este 

presupuesto, era “inevitable un plan de cesantías”, y 
(c) presentaba 2 “propuestas que brindarían el mismo 
ahorro. Un[a] requiere [la] cesantía de 79 empleados y 

[la] otra de 53 empleados. 
(21) Durante la reunión ordinaria de la Junta, de 15 

de julio de 2009, “[t]ras la debida deliberación y tras 

moción debidamente secundada a la que no hubo 
oposición”, la moción sobre la propuesta de cesantía 

de 53 empleados fue aprobada por unanimidad. 
(22) El 15 de julio de 2009, en la reunión ordinaria de 

la Junta: (a) se aprobó el presupuesto para la 

Corporación para el año fiscal 2009-2010. (b) se 
consider[aron] propuestas para reestructurar la 

Corporación en atención a la reducción en el 
presupuesto para el nuevo año.”; (c) la Corporación 
indicó que la Unión General de Trabajadores (UGT) 

había rechazado la alternativa de reducción de 
beneficios marginales; (d) se aprobó por unanimidad el 
plan de cesantía que conlleva[b]a el menor número de 

cesantías. 
(23) El 6 de agosto de 2009, la Corporación informó a 

los empleados gerenciales que conforme a la Sección 
11.4 del Reglamento Núm. 6839, la Corporación 
consideraría decretar un Plan de Cesantías y que 

anunciarían los puestos incluidos en este. 
(24) Al 7 de agosto de 2009, la Corporación [n]o había 

notificado un Plan de Cesantías a los empleados 
gerenciales. 

(25) El 7 de agosto de 2009, la Corporación notificó a 

los demandantes que: (a) sus puestos fueron incluidos 
entre los eliminados en el Plan de Cesantías, a base 

del criterio de antigüedad en el servicio público, y (b) 
podían apelar la decisión dentro de 30 días ante el 
Comité.   

(26) El 11 de agosto de 2009, la Sra. Blest Quiroz 
solicitó a la Corporación una copia del Plan de 
Cesantías. 

(27) El 11 de agosto de 2009, la Corporación respondió 

a la Sra. Blest Quiroz que la comunicación de 6 de 
agosto de 2009, detallaba las razones y la metodología 
utilizada para la implantación del Plan de Cesantías.   

(28) El 18 de agosto de 2009, en una reunión 
ordinaria de la Junta, el Sr. Cruz Santiago: (a) explicó 

a la Junta el proceso que se siguió para la 
implementación del Plan de Cesantías, y (b) presentó a 
la Junta el nuevo organigrama de la Corporación.     

(29) El 18 de agosto de 2009, en una reunión 
ordinaria de la Junta, esta aprobó el nuevo 

organigrama de la Corporación. 
(30) Luego de la comunicación de 7 de agosto de 2009, 

la Sra. Brenda Del Valle Cerezo (Sra. Valle Cerezo) y la 

Sra. Hortensia Ramos Llabres (Sra. Ramos Llabres), 
ambas empleadas gerenciales cesanteadas de la 

Corporación, presentaron el caso Brenda Del Valle y 
Hortensia Ramos v. Corporación de Puerto Rico para la 
Difusión Pública, Núm. KPE2009-3277, (904). 
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(31) En ese caso se solicitó que se emitiera injunction 
preliminar, mediante el cual se ordenara la 

paralización de la eliminación de los puestos que 
ocupaban en la Corporación. Ello, bajo el fundamento 

de que las notificaciones eran nulas al no haberse 
agotado las alternativas para establecer un Plan de 
Cesantías y por no haberse adoptado el Plan de 
Cesantías.  

(32) Según surge de la Orden de Injunction Preliminar 
de 28 de agosto de 2009, el Tribunal: (a) determinó 
que existía probabilidad razonable de que las 

demandantes la Sra. Del Valle Cerezo y la Sra. Ramos 
Llabres prevalecieran en su planteamiento por no 
haberse difundido el Plan de Cesantías previo a la 

notificación de 7 de agosto de 2009, y (b) ordenó a la 
Corporación a abstenerse de cesantear a los 

codemandantes hasta tanto se resuelva la controversia 
en los méritos. 

(33) El 28 de agosto de 2009, la Corporación informó a 

los empleados cesanteados mediante la Carta de 7 de 
agosto de 2009 que se dejaba sin efecto dicha 

notificación y que se le entregaría copia del Plan de 
Cesantías al igual que una notificación enmendada 
sobre su cesantía. 

(34) El 8 de septiembre de 2009, la Junta instruyó al 
Sr. Cruz Santiago a estudiar la alternativa de ofrecer a 

los empleados gerenciales un plan de reducción de 
horas laborales y beneficios, con el fin de reducir aún 
más el número de cesantías. 

(35) El 14 de septiembre de 2009, la Sra. Orengo 
Rohena solicitó por segunda ocasión a la Corporación 

que reconsiderara la prueba presentada para 
impugnar su determinación de antigüedad. 

(36) El 23 de septiembre de 2009, el Sr. Cruz Santiago 

notificó a todos los empleados gerenciales que: (a) la 
Junta lo instruyó a implantar un Plan de Cesantías de 

posiciones gerenciales. 
(37) El 25 de septiembre de 2009, la Corporación 

notificó a todos los empleados gerenciales que los 

puestos gerenciales a eliminarse eran: 
   
1. Abogado: 

2. Administradora de Sistemas de Oficina; 
3. Cocinera; 

4. Coordinador de Producción; 
5. Gerente de Centro de Cuido; 

6. Gerente de Finanzas y Presupuesto; 
7. Gerente de Noticias; 

8. Maestra de Preescolar (2); 
9. Oficial Administrativo (3); 

10. Oficial de Relaciones Públicas (2); 
11. Productor de Noticias; 

12. Supervisor de Compras; 
13. Supervisor de Información Noticiosa; 

14. Supervisor de Promociones; 
15. Supervisor de Producción (2), y 

16. Técnico de Sistemas de Oficina. 
 

(38) El 25 de septiembre de 2009, los puestos 
anteriores estaban ocupados por las siguientes 
personas: 
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1. Abogado – Sra. Blest Quiroz; 

2. Administradora de Sistemas de Oficina – Sra. Colón 
Colón; 

3. Cocinera – Juana Del Valle Fortis; 
4. Coordinador de Producción – Carola Serra Vélez; 

5. Gerente de Centro de Cuido – Adalisa Díaz Zayas; 
6. Gerente de Finanzas y Presupuesto – Sr. Arroyo 

Bolerín; 
7. Gerente de Noticias – Sra. Molini Gronau; 

8. Maestra de Preescolar – Judith Santos Ramos; 
9. Maestra de Preescolar – María Concepción Castro; 
10. Oficial Administrativo – Sra. López Santiago; 

11. Oficial Administrativo - Lourdes Matos Fuentes; 
12. Oficial Administrativo – Mónica Frontera González; 

13. Oficial de Relaciones Públicas – Magnolia De León 
Acosta; 

14. Oficial de Relaciones Públicas – María de los A. 
Próspero; 

15. Productor de Noticias – Ninguno fue eliminado; 
16. Supervisor de Compras – Samuel Maldonado 

Maldonado; 
17. Supervisor de Información Noticiosa – Rosa Julia 
Parrilla; 

18. Supervisor de Promociones – Sr. Orengo Rohena; 
19. Supervisor de Producción – Sra. Del Valle Cerezo; 

20. Supervisor de Producción – Reynaldo Pérez López, y 
21. Técnico de Sistemas de Oficina – ninguno fue 

eliminado.  
 

(39) De la lista anterior, los siguientes son los 
demandantes de este pleito: 
 

1. Abogado – Sra. Blest Quiroz; 
2. Administradora de Sistemas de Oficina – Sra. Colón 

Colón; 
3. Gerente de Finanzas y Presupuesto – Sr. Arroyo 

Bolerín; 
4. Oficial Administrativo – Sra. López Santiago; 
5. Supervisor de Promociones – Sr. Orengo Rohena.  

 
(40) El 25 de septiembre de 2009, la Corporación 

certificó la lista de empleados gerenciales cesanteados. 
(41)  El 25 de septiembre de 2009, la Corporación divulgó 

a sus empleados el Plan de Cesantías que incluyó el 

Organigrama de la Corporación con los puestos que se 
mantuvieron luego de la reestructuración de la 

Corporación. Dicho Organigrama no incluyó los 
puestos eliminados, entre los cuales se encuentran los 

de los demandantes.   
(42) Luego del 25 de septiembre de 2009, el Sr. Cruz 

Santiago no emitió otra comunicación que dejara sin 

efecto el Plan de Cesantías.   
(43) El 28 de septiembre de 2009, la Corporación notificó 

al Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. Blest Quiroz, la Sra. 
López Santiago y la Sra. Orengo Rohena que sus 
puestos fueron incluidos entre los eliminados por el 

Plan de Cesantías avalado por la Junta el 15 de julio 
de 2009.  

(44) El 28 de septiembre de 2009, la Corporación 
notificó al Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. Blest Quiroz, la 
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Sra. López Santiago y la Sra. Orengo Rohena que: (a) 
sus cesantías serían efectivas en 30 días, (b) tendrían 

un término de 15 días para someter por escrito su 
posición ante la acción de personal que proponía 

tomar o solicitar la concesión de una vista informal, y 
(c) dentro de 30 días podrían presentar un recurso de 
apelación ante el Comité. 

(45) El 28 de septiembre de 2009, la Corporación 
notificó a la Sra. Colón Colón: (a) la antigüedad 
reflejada según su expediente de personal, (b) sobre su 

derecho a impugnar la determinación de antigüedad 
ante la Oficina de Recursos Humanos, y (c) que luego 

de la determinación final de antigüedad, se le 
concedería información sobre la fecha en que se 
celebrará la vista informal. 

(46) El 9 de octubre de 2009, antes que transcurriera el 
término para que fuera efectiva la cesantía [del] Sr. 

Arroyo Bolerín, la Corporación le solicitó a este que 
proveyera ciertos documentos para así poder proceder 
con su liquidación final. 

(47) El 13 de octubre de 2009, la Sra. Orengo Rohena 
solicitó mediante Carta y por tercera ocasión que se 

reconsiderara su antigüedad e incluyera el tiempo que 
trabajó en la Universidad de Puerto Rico. 

(48) El 13 de octubre de 2009, la Sra. Blest Quiroz 

presentó en la Oficina de Recursos Humanos de la 
Corporación una Carta en la cual señaló los errores 

cometidos por la administración en el proceso de 
establecer las cesantías. 

(49) El 13 de octubre de 2009, el Sr. Astondoa Rivera 

notificó a la Sra. Colón Colón que su determinación de 
antigüedad notificada el 28 de septiembre de 2009, se 
convirtió en final, por esta no haber presentado su 

impugnación con anterioridad el término provisto para 
ello.   

(50) En la comunicación anterior, no se le notificó  a la 
Sra. Colón Colón sobre su derecho a recurrir al Comité 
ni sobre el término para apelar dicha determinación. 

(51) El 26 de octubre de 2009, el Sr. Astondoa Rivera 
contestó la solicitud de la Sra. Orengo Rohena sobre la 

reconsideración de su determinación de antigüedad y 
concluyó que no fue posible acreditar la prueba 
provista. 

(52) En la comunicación anterior, no se le notificó a la 
Sra. Orengo Rohena sobre su derecho a recurrir al 
Comité ni sobre el término para apelar dicha 

determinación. 
(53) El 26 de octubre de 2009, el Sr. Astondoa Rivera 

notificó al Sr. Arroyo Bolerín que se consideró 
favorablemente su prueba para impugnar su 
antigüedad en el servicio público. 

(54) El 20 de octubre de 2009, el Sr. Arroyo Bolerín, la 
Sra. Blest Quiroz, la Sra. Orengo Rohena, la Sra. López 
Santiago y otros 2 empleados gerenciales, presentaron 

Demanda de Injunction preliminar y permanente, en el 
caso núm. KPE2009-4445 y solicitaron al Tribunal que 

expidiera un injunction y ordenara a la Corporación a 
dejar sin efecto sus cesantías y a cumplir con el 

reglamento de la Corporación, con el principio de 
mérito y el debido proceso de ley. 
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(55) El 22 de octubre de 2009, la empleada gerencial 
Sra. Ivonne Molini Gronau presentó una Demanda de 
Injunction preliminar y permanente y Sentencia 
declaratoria, en el caso núm. KPE2009-4335 y solicitó 

que el Tribunal declarara que: (a) la actuación de la 
Corporación debía dejar sin efecto la cesantía de la 
Sra. Molini Gronau. 

(56) El 26 de octubre de 2009, el Sr. Astondoa Rivera le 
confirmó a la Sra. Orengo Rohena que no era posible 

acreditar la prueba sometida para el cálculo de 
antigüedad. 

(57) En la comunicación anterior no se le notificó a la 

Sra. Orengo Rohena sobre su derecho a impugnar la 
determinación de antigüedad. 

(58) El 27 de octubre de 2009, el Sr. Cruz Santiago 
notificó a la Sra. Colón Colón que: (a) su puesto fue 
incluido entre los eliminados en el Plan de Cesantías 

avalado por la Junta de la Corporación el 15 de julio 
de 2009, (b) su cesantía sería efectiva en 30 días, (c) 

que tendría 15 días para someter por escrito su 
posición en cuanto a la acción de personal que la 
Corporación se proponía a tomar o para solicitar una 

vista administrativa informal, y (d) tendría un término 
de 30 días para radicar un recurso de apelación ante 
el Comité.  

(59) El 28 de octubre de 2009, la Sra. Colón Colón 
presentó una Carta y señaló los errores cometidos por 

la Corporación en el proceso de implantación de las 
cesantías. 

(60) El 27 de octubre de 2009, el Tribunal en el caso de 

Ivonne Molini Granau v. La Comisión de Puerto Rico 
para la Difusión Pública, KPE2009-4335, (907), dejó 

sin efecto la cesantía de la Sra. Molini Granau al 
determinar que su cesantía fue defectuosa.   

(61) El 29 de octubre de 2009, el [Sr.] Arroyo Bolerín, la 
Sra. Blest Quiroz, la Sra. López Santiago y la Sra. 
Orengo Rohena fueron cesanteados. 

(62) El 5 de noviembre de 2009, en el caso instado por 
los demandantes el Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. Blest 
Quiroz, la Sra. Orengo Rohena, la Sra. López Santiago 

y otros 2 empleados gerenciales, sobre Demanda de 
Injunction preliminar y permanente, KPE2009-4445, 

(904), el Tribunal determinó que las notificaciones de 
cesantía fueron defectuosas y dejó sin efecto las 

cesantías. 
(63) El 10 de noviembre de 2009, la Sra. Orengo Rohena 

solicitó al Sr. Astondoa Rivera que corrigiera su fecha 

de comienzo en la Corporación. 
(64) La comunicación anterior nunca fue contestada por 

la Corporación.     

(65) La Corporación no corrigió la fecha de comienzo de 
la Sra. Orengo Rohena, según indicada en la Lista de 
empleados gerenciales en el servicio de carrera.  

(66) El 12 de noviembre de 2009, la Corporación dejó 

sin efecto los Informes de cambio sobre cesantía del 
Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. Blest Quiroz, la Sra. López 
Santiago y la Sra. Orengo Rohena. 

(67) El 25 de noviembre de 2009, la Corporación 
cesanteó a la Sra. Colón Colón. 

(68) El 30 de noviembre de 2009, el Tribunal de 

Apelaciones emitió [una] Sentencia en el caso 
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KLAN20091667, en la cual revocó la Sentencia del 
caso del Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. Blest Quiroz, la 

Sra. Orengo Rohena, la Sra. López Santiago y otros 2 
empleados gerenciales, sobre Demanda de Injunction 
preliminar y permanente, KPE2009-4445, (904).  

(69) El 2 de diciembre de 2009, el Sr. Cruz Santiago 

informó a la Sra. Blest Quiroz, el Sr. Arroyo Bolerín, la 
Sra. López Santiago y la Sra. Orengo Rohena que 
conforme a lo anterior “sus cesantías[s] fue[ron] 

validada[s] y está[n] en vigor”. 
(70) El 2 de diciembre de 2009, la Sra. Blest Quiroz, el 

Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. López Santiago y la Sra. 
Orengo Rohena solicitaron se confirmara la fecha de 
efectividad de sus cesantías. 

(71) El 2 de diciembre de 2009, la Sra. Blest Quiroz, el 
Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. López Santiago y la Sra. 
Orengo Rohena fueron cesanteados. 

(72) El 2 de diciembre de 2009, la Sra. Colón Colón 
continuaba cesanteada.  

(73) El 3 de diciembre de 2009, el Sr. Astondoa Rivera 
solicitó a la Sra. Orengo Rohena ciertos documentos 
para proceder con la liquidación de beneficios. 

(74) El 21 de diciembre de 2009, mientras la Sra. Blest 
Quiroz, el Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. López Santiago y 
la Sra. Orengo Rohena se encontraban separados de 

sus empleos por haber sido cesanteados el 2 de 
diciembre de 2009, el Sr. Astondoa Rivera les informó 

mediante Carta que: (a) se celebraría una vista 
administrativa informal el 29 de diciembre de 2009, y 
(b) la presente comunicación dejaba sin efecto las 

cesantías decretadas el 2 de diciembre de 2009. 
(75) El 29 de diciembre de 2009, la Sra. Colón Colón 

solicitó al Sr. Astondoa Rivera que se le proveyera una 
vista administrativa informal. 

(76) El 29 de diciembre de 2009, el Sr. Astondoa Rivera 

contestó la solicitud de la Sra. Colón Colón y le notificó 
que su vista administrativa informal se celebraría el 30 

de diciembre de 2009 y que la presente comunicación 
dejaba sin efecto su cesantía. 

(77) El 29 de diciembre de 2009, se celebraron las vistas 

informales del Sr. Arroyo Bolerín, la Sra. Blest Quiroz, 
la Sra. López Santiago y la Sra. Orengo Rohena. 

(78) El 30 de diciembre de 2009, se celebró la vista 

administrativa de la Sra. Colón Colón. 
(79) El 3 de febrero de 2010, se hicieron efectivas las 

cesantías de[l] [Sr.] Arroyo Bolerín, la Sra. Blest 
Quiroz, la Sra. López Santiago y la Sra. Orengo 
Rohena. 

(80) El 7 de febrero de 2010, se hizo efectiva la cesantía 
de la Sra. Colón Colón. 

(81) La Sra. López Santiago fue cesanteada de su puesto 
de carrera sin habérsele dado el mismo trato que los 
demás empleados y por consiguiente, apercibirle de 

presentar prueba para refutar su determinación de 
antigüedad. 

(82) La Corporación nunca ordenó la reubicación de los 

demandantes. 
(83) Las Corporación nunca ordenó el readiestramiento 

de los demandantes a los fines de ubicarlos en otros 
puestos. 
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(84) La Corporación nunca ordenó la concesión de 
licencias sin sueldo. 

(85) En ningún momento se determinó la forma en que 
se computaría la antigüedad de los empleados 

gerenciales de carrera a ser cesanteados. 
(86) La Corporación determinó el orden de eliminación 

de puestos para fines de cesantías en consideración a 

los programas esenciales de la Corporación. 
(87) Los puestos de los demandantes se eliminaron sin 

haberse realizado un estudio de necesidades de la 

Corporación. 
(88) El puesto de Abogado, que ocupaba la Sra. Blest 

Quiroz, se eliminó por haberse considerado 
innecesario, no esencial para el sostenimiento de la 
programación del canal y porque, en la experiencia del 

Sr. Cruz Santiago en la industria, no hay abogados en 
los canales de televisión. 

(89) El puesto de Administradora de Sistemas de 
Oficina, que ocupaba la Sra. Colón Colón se eliminó 

porque “se tuvo que haber hecho algún análisis de 
cuántas secretarias se necesitaban y se eliminó ese 
por ser considerado innecesario.” 

(90) El puesto de Coordinador de Producción, que 
ocupaba la Sra. Carola Serra, se eliminó y luego se 

dejó porque el Sr. Cruz Santiago decidió que era 
necesario. 

(91) El puesto de Gerente de Finanzas y Presupuesto se 

eliminó “basándose en otra gente que tuviera quizás 
repetición de funciones.” 

(92) En el caso de otros puestos, estos se eliminaron 
porque habían 3 personas que ejercían las mismas 
funciones, pero supuestamente solo eran necesarias 1 

o 2. 
(93) Cuando el Sr. Cruz Santiago firmó el memorando 

de 6 de agosto de 2009, lo hizo sin revisar documento 
alguno que justificara la necesidad de eliminar los 
puestos de los demandantes. 

(94) La Corporación contrató o volvió a emplear a varios 
de los empleados de carrera que fueron cesanteados 
para el periodo en que también fueron cesanteados los 

demandantes.  
 

El TPI concluyó que la Corporación no cumplió con: “(a) el 

agotamiento de alternativas anteriores a la determinación de cesantear 

empleados; (b) la implementación de un Plan de Cesantías conforme a la 

Sección 11.4 del Reglamento Núm. 6859; (c) la notificación adecuada 

ante la cesantía, y [(d)] un proceso de impugnación de la certificación de 

antigüedad.”9  Puntualizó que una vez la Corporación notificó el plan de 

cesantías, venía obligada a cumplir con lo dispuesto en el Reglamento de 

Personal, pero no lo hizo.  Destacó que la prueba reveló que la 

Corporación no consideró la antigüedad de los demandantes en relación 

                                                 
99 Véase, Sentencia Parcial, Ap. CXXVI de la Apelación, pág. 2211.  
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a sus puestos únicos y que en ningún momento se divulgó la manera en 

que fue computada.  Dispuso, además, que dicha corporación pública no 

reveló los criterios que utilizó para determinar que procedían las 

cesantías de los demandantes, ni expresó razones por las cuales no 

cesanteó a otros empleados de menor antigüedad.  A su vez, cuestionó la 

carencia de un proceso reglamentario para que los demandantes 

pudieran impugnar la antigüedad imputada.   

El TPI resaltó que la Corporación no demostró que hubiese agotado 

todas las alternativas posibles antes de decretar las cesantías de los 

demandantes.  Finalmente, concluyó que el plan de cesantías 

implementado no se ciñó a lo dispuesto en el Reglamento de Personal 

para los empleados de carrera de la Corporación, lo que violentó el 

derecho constitucional de los demandantes a un debido proceso de ley.  

Por las razones expuestas, resolvió que las cesantías de las demandantes 

fueron nulas.   

La Corporación solicitó reconsideración.  Sin embargo, el TPI la 

descartó por haber sido presentada fuera del término jurisdiccional 

establecido para ello.  Inconforme, la Corporación acudió ante este 

Tribunal mediante el recurso apelativo de título.  Plantea que: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA, SALA 

SUPERIOR DE SAN JUAN, AL DETERMINAR QUE LA CORPORACIÓN DE 

PUERTO RICO PARA LA DIFUSIÓN PÚBLICA ACTUÓ CONTRARIO A 

DERECHO AL DECRETAR LAS CESANTÍAS DE LOS DEMANDANTES POR 

NO ESBOZAR CRITERIOS SEGUIDOS PARA HACER EFECTIVAS LAS 

MISMAS. 

 
SEGUNDO ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL NO 

CONSIDERAR LOS HECHOS Y DOCUMENTOS NO-CONTROVERTIDOS 

SEGÚN ESTIPULADOS POR LAS PARTES, CONSIDERANDO 

EXCLUSIVAMENTE LA RELACIÓN DE HECHOS NO-CONTROVERTIDOS 

PRESENTADA POR LOS DEMANDANTES EN SU MOCIÓN DE SENTENCIA 

SUMARIA.    

 
 
 

II. 
A. 

 

La Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública, también 

conocida como WIPR, es una corporación pública creada en virtud de la 
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Ley Núm. 216-1996, según enmendada [en adelante, “Ley Núm. 216””], 27 

LPRA sec. 501 et seq.  Se encuentra regida por una Junta de Directores a 

quien, entre sus funciones, le corresponde “determina[r] la distribución y 

el uso de su presupuesto”.  Para la consecución de tales fines, se le 

reconoce facultad para reglamentar. En cuanto a la administración general 

de la Corporación, esta recae sobre su Presidente. Artículo 3 de la Ley 

Núm. 216, 27 LPRA sec. 503; Guzmán v. Calderón, 164 DPR 220, 251 

(2005).  

Puesto que se trata de una corporación pública, no le son aplicables 

las disposiciones de la Ley para la Administración de los Recursos 

Humanos en el Servicio Público del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico,10 antes conocida como la Ley de Servicio Público de Puerto Rico.11  

No obstante, está obligada a ceñirse a las normas que impone el 

principio de mérito. Artículo 4 de la Ley Núm. 216, 27 LPRA sec. 

504(a)(11).  Este exige que quienes sirvan al Gobierno sean las personas 

más aptas y que, además, todo empleado sea seleccionado, adiestrado, 

ascendido, tratado y retenido en su empleo en consideración a sus logros 

académicos, profesionales y laborales, conocimientos, capacidad, 

habilidades, destrezas, ética del trabajo y sin discrimen por razones de 

raza, color, sexo, nacimiento, edad, origen o condición social, por ideas 

políticas o religiosas, condición de veterano, ni por impedimento físico o 

mental. Artículo 6, Sección 6.3 de la Ley Núm. 184, 3 LPRA sec. 1462b.  

Entre las áreas esenciales al principio de mérito, se destacan: (1) 

clasificación de puestos; (2) reclutamiento y selección; (3) ascensos, 

traslados y descensos; (4) adiestramiento y; (5) retención. Piñero v. A.A.A, 

146 DPR 890, 906 (1998). 

 

 

                                                 
10 Así surge de la Sección 5.3 de la Ley Núm. 184-2004 [en adelante, “Ley Núm. 

184”], 3 LPRA sec. 1461e, donde establece que serán excluidas de las disposiciones de 

esta ley aquellas corporaciones o instrumentalidades públicas que actúen como 

negocio o empresa privada. 
11 La Ley de Servicio Público de Puerto Rico fue derogada por la Ley Núm. 184. 
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B. 

El 9 de agosto de 2004, la Corporación adoptó el Reglamento Núm. 

6859, conocido como el “Reglamento de personal para los empleados 

gerenciales del servicio de carrera de la Corporación de Puerto Rico para la 

Difusión Pública” [en adelante, “Reglamento de Personal”].  Conforme este, 

la Corporación está facultada para diseñar e implementar 

un plan de cesantías por eliminación de puestos de trabajo o falta de 

recursos económicos.  En su Sección 11.4 dispone el procedimiento de 

cesantías de empleados gerenciales de carrera ante la falta de fondos.  Allí 

se establece lo siguiente: 

La Corporación podrá decretar cesantías sin que se entienda 
como destitución en los siguientes casos: 
 

1. Debido a la eliminación de puestos por falta de trabajo o 
fondos en cuyo caso se procederá de la siguiente manera: 

 
a. Se establecerá un método para decretar cesantías, en caso 
de estas ser necesarias, el cual se divulgará a todos los 

empleados. 
 
b. El Presidente determinará el número de puestos a 

suprimirse o eliminarse en cada uno de las áreas, oficinas, 
divisiones o secciones que componen la Corporación. 

 
c. Para determinar el orden en que habrán de decretarse las 
cesantías se considerará la Corporación en su totalidad de 

acuerdo a la jurisprudencia aplicable. 
 

d. Se considerarán entre otros, los siguientes factores: 
 
1) número de empleados en la Corporación; 

 
2) programas esenciales para ofrecer los servicios básicos; 
 

3) programas esenciales para la administración interna de la 
Corporación; y 

 
4) programas que se sufragan total o parcialmente con 
fondos federales o de otras fuentes externas, los cuales no 

podrán utilizarse si se reduce o elimina el programa. 
 

Como parte del proceso, se le exige a la Corporación que antes de 

eliminar este tipo de puestos:  

e. La Corporación agotará todas las alternativas posibles 
para evitar las cesantías. Entre otras podrá: 

 
1) reubicar personal cualificado en áreas o programas no 

afectados por la cesantía; 
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2) readiestrar a los empleados para reubicarlos en otros 
puestos, si esto puede hacerse antes de la fecha de las 

cesantías; y 
 

3) licencia sin sueldo, si la insuficiencia de fondos es 
temporera; 
 

4) descenso de los empleados como último recurso para 
evitar cesantías; y 
 

5) reducción de la jornada de trabajo. 
 

Una vez cumpla con lo antes dispuesto: 
 
f. Se decretarán las cesantías dentro de los grupos de 

empleados cuyos puestos tengan el mismo título de 
clasificación. 

 
g. Serán separados en primer término los empleados 
transitorios; en segundo lugar los empleados en período 

probatorio y en último término los empleados regulares. A 
los efectos de este orden, los empleados probatorios que 
inmediatamente antes de adquirir ese status hubieren sido 

empleados regulares, se considerarán como empleados 
regulares. 

 
Ahora bien, para determinar el orden de las cesantías, la aludida 

Sección del Reglamento de Personal establece que: 

h. La determinación del orden en que se decretarán las 

cesantías, dentro de cada uno de los grupos de empleados 
enumerados en el inciso anterior, se hará tomando en 

consideración, los siguientes criterios en este orden estricto: 
 
1) Se tomará en consideración la productividad y el 

desempeño de las funciones según reflejada por las 
evaluaciones de desempeño periódicas según el sistema de 

evaluación que requiere este reglamento, de manera que 
queden cesantes en primer término los empleados menos 
eficientes. 

 
2) Los hábitos de puntualidad y asistencia al trabajo. 
 

3) En caso de igualdad de eficiencia y hábitos de 
puntualidad y asistencia se tomará en consideración el 

tiempo en el servicio público (antigüedad) de manera que 
queden cesantes los empleados con menos tiempo en el 
servicio público. 

 
4) A falta de información válida para determinar el 

desempeño de las funciones y los hábitos de puntualidad y 
asistencia que se establecen en los incisos que anteceden el 
criterio determinante será el tiempo en el servicio de manera 

que la persona de más reciente nombramiento en el servicio 
público será la primera en cesar en el grupo que tiene el 
mismo título de clasificación. En caso de empate en los años 

de servicios prestados se utilizará el criterio de mayor 
preparación académica relacionada con el puesto que ocupa 

para resolver los mismos. 
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5) A los fines de determinar la antigüedad, se considerará 
todo servicio prestado en puestos, tal como se define en la 

Ley de Personal del Servicio Público y en este Reglamento. 
También se considerarán los servicios prestados en las 

Fuerzas Armadas de Estados Unidos que hayan sido 
cotizados y acreditados en el Sistema de Retiro. 
 

Para que pueda ser efectiva una cesantía, la Corporación 
notificará por escrito a todo empleado, a quien haya de 
cesar, con no menos de treinta (30) días de antelación a la 

fecha en que habrá de quedar cesante. 
 

i. Para que pueda ser efectiva una cesantía, la Corporación 
notificará por escrito a todo empleado, a quien haya de 
cesar, con no menos de treinta (30) días de antelación a la 

fecha en que habrá de quedar cesante. 
 

[…]12 
  
No existe precepto estatutario que impida a una agencia hacer 

ajustes y cambios necesarios en su presupuesto vigente por razón de 

múltiples circunstancias, tales como gastos imprevistos, mala 

planificación o administración, insuficiencia de fondos y otros. Olivieri 

Morales v. Pierluisi, 113 DPR 790, 794 (1983).  Empero, aquellos 

trabajadores destituidos de sus puestos en el empleo público tienen 

derecho a una vista informal previa a su despido.  Esta habrá de 

efectuarse luego que se le notifique adecuadamente al empleado sobre 

aquellos cargos que pesan en su contra, los detalles de la vista y la prueba 

con la que cuenta el patrono.  Con ello se procura garantizar que el 

empleado esté debidamente preparado para rebatir los argumentos que 

pueda presentar el patrono durante la vista. U.Ind. Emp. v. A.E.P., 146 

DPR 611, 622 (1998).   

Por otro lado, el hecho de que exista una crisis fiscal, de por sí, no 

es razón suficiente para concluir que la cesantía se realizó conforme a los 

estatutos y normas vigentes. Calzada Quiñones v. D.A.C.O, 114 DPR 757, 

760 (1983).  Más concretamente, nuestro Tribunal Supremo ha establecido 

que: 

                                                 
12 Dicho procedimiento es cónsono con aquel que establece la Ley Núm. 184, supra, 

para efectuar cesantías no disciplinarias ante la falta de trabajo o fondos. 3 LPRA  

sec.1462e.   
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Independientemente de cuan justificadas pudieran haber 
estado unas cesantías desde el punto de vista económico, la 

política pública a favor de la implementación del sistema de 
mérito exige que haya constancia de que al eliminarse uno o 

más puestos en una clase se dejarán cesantes y serán 
retenidas las personas indicadas de acuerdo con los criterios 
objetivos que el sistema de mérito encarna. Es igualmente 

vital que todos los empleados públicos posean conocimiento 
previo del método a seguirse para que puedan defender 
adecuadamente sus derechos, los cuales son relativos a los 

derechos de los demás. La ausencia de constancia clara, 
objetiva y difundida de los criterios para determinar 

quiénes habrán de quedar cesantes crea inseguridades y 
siembra dudas no sólo sobre la legitimidad de cada 
cesantía particular, sino sobre la validez y necesidad de 

la decisión de decretar cesantías en general. (Énfasis 
nuestro) 

 
Olivieri Morales y otros v. Pierluisi y otros, supra, en la pág. 796, 

citando a Pizarro v. Municipio de Carolina, 112 DPR 822, 829 (1982).   

Para ello es indispensable que antes de decretar las cesantías ante 

la falta de fondos, se agoten todos los recursos al alcance para evitarlas, 

tales como la reubicación de personal, el disfrute de vacaciones 

acumuladas y aquellos otros que prescribe el  Reglamento de Personal, 

conforme las disposiciones de la Ley Núm. 184, y que aquí hemos 

precisado. 

 

C. 

La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico reconoce 

como derecho fundamental de las personas el derecho a la vida, la libertad 

y el disfrute de la propiedad. Artículo II, sección 7, Const. del ELA de PR, 1 

LPRA sec. 7.  Por tal razón, ninguna persona debe ser privada de su 

libertad o propiedad sin el debido proceso de ley, el cual garantiza a “toda 

persona … un proceso justo y con las garantías que ofrece la ley”. Aut. 

Puertos v. HEO, 186 DPR 417, 428 (2012).  Dicha garantía tiene dos 

vertientes, una sustantiva y otra procesal.  Una vez la parte que reclama 

su derecho a un debido proceso de ley demuestra que posee un interés 

propietario, corresponde dilucidar cuál es el debido procedimiento. Álamo 

Romero v. Adm. de Corrección, 175 DPR 314, 329 (2009).  Estas garantías 
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se extienden tanto a procesos judiciales como administrativos. Aut. Puertos 

v. HEO, supra, en la pág. 428. 

En lo pertinente, las garantías procesales aseguran que antes de que 

las agencias administrativas emitan una determinación, ha de 

salvaguardar el derecho de la persona a una vista previa, a una 

notificación oportuna y adecuada, a ser oído, a confrontarse con los 

testigos, a presentar prueba oral o escrita a su favor, y a que sus derechos 

sean adjudicados por un juzgador imparcial. Sección 3.1 de la Ley de 

Procedimientos Administrativos Uniformes, 3 LPRA sec. 2151; Magriz v. 

Empresas Nativas, 143 DPR 63, 70 (1997).   

En consideración al estado de derecho prevaleciente y que aquí 

hemos expuesto, resolvemos.  

III. 

En su apelación, la Corporación le atribuye al TPI dos errores.  

Primero, sostiene que el referido foro incidió al resolver que dicha 

corporación pública actuó contrario a derecho al decretar las cesantías 

de los apelados.  En su segundo señalamiento de error, indica que el TPI 

no consideró aquellos hechos que las partes habían estipulado.  Arguye 

que de haberlos considerado, su dictamen hubiese sido distinto.  Por 

estar estrechamente relacionados, los discutiremos en conjunto.  Así, nos 

corresponde resolver si el proceso de cesantías y eliminación de puestos 

cumplió con el debido proceso de ley de los apelados.   

Examinado el expediente en su totalidad, resolvemos que actuó 

correctamente el TPI al decretar la nulidad de las cesantías.   

Antes de adentrarnos en los méritos del asunto, tomamos nota de 

que la parte apelante no presentó oposición a la solicitud de sentencia 

sumaria de los apelados, contrario a lo que exige la Regla 36.3(c) de las 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(c).13  También es 

                                                 
13 Es sabido que ante una moción de tal naturaleza, le era requerido presentar prueba 

para refutar la presentada por la parte promovente.  De lo contrario, se corría el riesgo 



 

KLAN201500863 

 

22 

importante resaltar que en su escrito de apelación solo incluyó 

planteamientos generales.  Es decir, no proveyó una exposición clara y 

precisa de aquellos errores que le atribuye al foro judicial primario.  

Limitó su alocución a sintetizar aquellos hechos que fueron estipulados 

por las partes y, en referencia a estos, afirmar que durante el proceso de 

cesantías actuó conforme al derecho prevaleciente.  No intentó 

controvertir hechos específicos de aquellos que el TPI determinó 

incontrovertidos ni la prueba en la cual dicho foro los fundamentó.  Aun 

así, puesto que lo que se cuestiona es la validez de las cesantías, y por 

ende, el proceso mediante el cual estas se efectuaron, procedemos a 

evaluar la corrección de este en términos generales.   

De entrada, conviene aclarar que aun cuando las partes 

estipularon ciertos hechos, tal como enfatiza la apelante en su escrito, 

hubo otros que el juzgador de los hechos determinó a base de los 

documentos y mociones que las partes presentaron y que le merecieron 

credibilidad a este.  Una lectura de estos revela que los mismos se 

complementan y que aquellos concernientes a este recurso de apelación 

no confligen entre sí. Aclarado esto, procedemos a dirimir sobre los 

méritos del recurso de título.     

La parte apelante afirma que el proceso de cesantías y eliminación 

de puestos cumplió con las garantías de debido proceso de ley que 

cobijaba a los apelados.  Mientras, los apelados en todo momento han 

planteado lo contrario y, amparados en ello, sostienen la nulidad de sus 

cesantías.  Ambos fundamentan sus posturas en el cumplimiento o 

incumplimiento, según sea el caso, del proceso de cesantías establecido 

en la Sección 11.4 del Reglamento de Personal para aquellos empleados 

gerenciales del servicio de carrera de la Corporación.     

Ahora bien, según surge de los autos, ante la reducción 

presupuestaria advertida a la Corporación, esta se vio obligada a tomar 

                                                                                                                                                    
de que el Tribunal resolviera en su contra. Regla 36.3(c) de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico, 36 LPRA Ap. V, R. 36.3(c). 
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ciertas medidas de ahorros para ajustar sus gastos al nuevo 

presupuesto.  Sobre ello no hay controversia.  Según indicó su 

Presidente, se implementó un plan de economías que no logró obtener los 

ahorros necesarios.14  De manera que la Corporación decidió 

implementar un plan de cesantías cuyo factor determinante sería la 

antigüedad en la clasificación ocupacional de cada empleado gerencial 

para establecer cuáles serían aquellos a cesantear.  Ello, pues la 

Corporación está obligada a ceñirse a las normas que impone el principio 

de mérito. Artículo 4 de la Ley Núm. 216, supra.  La Corporación aduce 

que la selección de los empleados a cesantear y las plazas a eliminar se 

circunscribió a dicho criterio.  No obstante, la prueba provista no avala 

su aserción. 

No hay duda en que la Corporación está facultada para decretar 

cesantías de empleados gerenciales ante la falta de los fondos necesarios 

para operar.  Sin embargo, podrá hacerlo siempre y cuando actúe 

conforme el procedimiento que dispone la Sección 11.4 del Reglamento 

de Personal.  Dicho Reglamento procura mantener las cesantías como 

último remedio.  Es por ello, que requiere a la Corporación que agote una 

serie de medidas antes de proceder con éstas.  Ante la inminencia de 

proceder con las cesantías, el Reglamento establece en su Sección 11.4(h) 

un orden estricto que la Corporación deberá seguir para determinar 

cuáles serán los empleados gerenciales a cesantear como parte del plan.  

Primero, debe considerar la productividad y el desempeño de éstos, según 

los resultados obtenidos de sus evaluaciones.  En segundo lugar, debe 

ponderar sus hábitos y puntualidad en el trabajo.  De surgir algún 

                                                 
14 Así surge del hecho estipulado núm. 13, según consta en el Informe preliminar entre 

abogados, Ap. CXXV, pág. 13.  Allí se estipuló lo siguiente: 
Cruz también expresó en su carta de 17 de julio de 2009, que la Junta de 
Directores de la Corporación los instruyó para que adopten un plan de 

economías mediante los cuales suspendieron beneficios que contenía el 
Convenio Colectivo así como otros autorizados para los empleados gerenciales. 
Entre dichos beneficios se encontraron los aumentos de salario, aumentos en los 
bonos de navidad, aumentos en dietas, aumentos en diferenciales, aumentos en 

la aportación al Plan Médico, así como todo aumento propuesto para el año fiscal 
2009-2010. La carta informa que las economías ascienden a aproximadamente 
dos millones de dólares ($2,000,000.00). También informó que efectivo el 31 de 

diciembre de 2009, el centro de cuido cerrará operaciones por lo que estará 
sustituyendo dicho beneficio con [un] reembolso de doscientos cincuenta dólares 
($250.00) mensuales a todo empleado que califique.      
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empate, o ante la falta de información para determinar tales criterios, se 

computará el tiempo que estos empleados han laborado en el servicio 

público.  Aquellos de menor antigüedad serán los candidatos a ser 

cesanteados.   

Del expediente surge que la Corporación no ponderó los primeros 

dos criterios al momento de hacer su selección.  Optó por circunscribirse 

al criterio de antigüedad, pese a que este estaba supeditado al 

cumplimiento de los dos primeros.  Según se dispuso en el plan de 

cesantías, la Corporación obvió el orden establecido porque no contaba 

con un sistema de evaluación de desempeño propiamente establecido.  

En otras palabras, que no pudo utilizar otro criterio para decretar las 

cesantías que no fuese la antigüedad.  Sin embargo, en la deposición que 

se le realizó al señor Francisco Astondoa, Vicepresidente de Recursos 

Humanos, este reconoce que la Corporación contaba con un sistema de 

registro manual, pero que se decidió no utilizarlo ya que presuntamente 

la Corporación dudaba de la confiabilidad de su propio registro de 

asistencia.15   

La Corporación en todo momento ha sostenido que se ciñó al criterio 

de antigüedad para decretar las cesantías.16  En ello se ampara para 

afirmar que cumplió con el procedimiento reglamentario establecido en la 

referida Sección 11.4.    Así se lo notificó a los apelados en las cartas de 

cesantías que les cursó.  A cada uno les indicó que “su puesto ha sido 

incluido entre los eliminados por dicho plan, determinación que se 

tomó siguiendo el criterio de antigüedad en la clasificación 

ocupacional.”17  Sin embargo, no reveló cómo determinó el orden para 

cesantearlos.  Dicha información era esencial para que estos pudiesen 

prepararse adecuadamente para impugnar la antigüedad que se les 

certificó.  Así, vemos que a pesar que se les confirió a los apelados un 

                                                 
15 Véase, Apelación, pág. 24. 
16 Como mencionamos, pese a que la apelante es una corporación pública, está regida 

por las normas que impone el principio de mérito. 
17 Así surge de las cartas de cesantías que la Corporación cursó a los demandantes a 

través de su Presidente los días 7 de agosto y 28 de septiembre de 2009, Ap. CXXV, 

págs. 1793-1797 y 1867-1871. 
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término para refutar sus cesantías, no se les proveyó la información 

necesaria para ello.  Sobre el particular, cabe precisar que la Corporación 

no cuenta con un proceso reglamentario para impugnar la determinación 

de antigüedad o para la presentación de prueba para refutar la 

antigüedad certificada.   

A pesar que la Corporación sostuvo que la antigüedad fue el único 

criterio aplicado, la realidad es que el Presidente de la Corporación 

reconoció que para determinar los empleados a cesantear, algunos de sus 

funcionarios se reunieron para elegir los puestos que, a su juicio, eran 

necesarios para mantener operaciones.18  O sea, se aplicó un criterio 

distinto e independiente al que se tenía que ceñir bajo el principio de 

mérito.  La Corporación no ha provisto prueba ni surge de los hechos 

estipulados que haya informado a los apelados sobre los elementos que 

contempló para disponer cuáles puestos no eran necesarios.  

Resuelta cuestionable que ante un proceso en el que varios 

empleados fueron despojados de sus puestos, la Corporación no haya 

contado con un estudio externo de necesidades de servicios en el que 

pudiese objetivamente fundamentar su decisión.  En vez, descansó 

exclusivamente sobre el presunto conocimiento de aquellos funcionarios 

que efectuarían las cesantías.19  Sin duda, el hecho que la Corporación 

mantuviera a los apelados ajenos de las consideraciones que utilizó para 

decretar sus cesantías, le restó transparencia, certeza y confiabilidad al 

proceso.   

La Corporación actuó en detrimento de los derechos de aquellos 

empleados gerenciales que mantenían un interés propietario sobre sus 

puestos, pues los colocó en un estado de indefensión ante el patrono.  

Ello incide sobre el derecho a un debido proceso de ley que les está 

                                                 
18 Del fragmento de la deposición realizada al señor Francisco Astondoa, 

Vicepresidente de Recursos Humanos de la Corporación, que los apelantes citaron en 

su escrito, surge que tanto este como el Presidente, el Vicepresidente de Operaciones 

y el Director de Finanzas se reunieron para determinar qué puestos serían eliminados, 

cuáles puestos eran necesarios para continuar operaciones y aquellos que a su 

entender no lo eran. Véase, Apelación, p. 26. 
19 Deposición realizada Cruz Santiago, Ap. CXXVII, págs. 3362 y 3377-3379. 
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garantizado constitucionalmente a los apelados.  Evidentemente los 

apelados nunca tuvieron una oportunidad real para impugnar sus 

cesantías y la antigüedad imputada.   

En resumen, vemos que dentro del proceso de cesantías efectuado 

no se utilizó la eficiencia de los empleados como primer criterio dentro del 

orden de prelación para decretar las cesantías, contrario a lo dispuesto 

por el Reglamento de Personal.  Tampoco se divulgaron los criterios 

utilizados para computar la antigüedad de los empleados cesanteados.  

Con ello, privó a los apelados de la oportunidad de examinar el orden de 

prelación establecido por Reglamento para cotejar si la antigüedad y 

clasificación de sus respectivos puestos eran correctas. 

Contrario a lo que la Corporación indicó a los apelados y al principio 

de mérito por el cual se tenía que regir, aplicó criterios ajenos al de 

antigüedad para determinar las cesantías.  Ello, sin que contara con un 

estudio de necesidades de servicio objetivo en el que fundamentara su 

determinación.  Tampoco reveló las consideraciones que utilizó para 

determinar la necesidad de puestos.  Al proceder de tal forma, se apartó 

del proceso reglamentario sobre cesantías de empleados gerenciales por 

el que se tenía que regir.   

Aun cuando se efectuaron vistas informales, la omisión del patrono 

en proveer a los demandantes la información necesaria para que estos 

pudiesen prepararse adecuadamente para defender sus derechos, los 

colocó en un estado de indefensión que sin duda vulneró su derecho a un 

debido proceso de ley.  La Corporación venía obligada a respetar sus 

propios procesos y los derechos de sus empleados y no lo hizo.   

En síntesis, la Corporación contaba con la facultad de decretar 

cesantías ante la insuficiencia de fondos.  Lo que no podía hacer era 

cesantear a unos empleados gerenciales de carrera sin notificarles 

debidamente cómo determinó el orden para eliminar sus puestos y 

apartarse del procedimiento que establece para ello su propia 

reglamentación.  La existencia de una crisis fiscal no es razón suficiente 
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para decretar cesantías en contravención al proceso reglamentario 

establecido para ello y para obviar el derecho a un debido proceso de ley 

de sus empleados.   

  Lo expuesto, nos lleva a forzosamente concluir que el proceso de 

cesantías utilizado se caracterizó por ser uno arbitrario e impreciso, que 

vulneró el debido proceso de ley que cobijaba a los apelados.  En 

consideración de ello, del incumplimiento de la apelante con las normas 

que rigen el mecanismo de sentencia sumaria, y ante la falta de 

especificidad del recurso de apelación que nos presenta, no encontramos 

razones para diferir del dictamen parcial apelado.  Así pues, coincidimos 

con lo resuelto por el foro judicial primario.  Evidentemente, las cesantías 

fueron ilegales.  No se cometieron los errores alegados.  

IV. 
 

Por los fundamentos expuestos, CONFIRMAMOS la Sentencia Parcial 

apelada.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.  La Jueza Colom García disiente sin opinión escrita.  El Juez 

Steidel Figueroa no intervino.  

 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

  
 


